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REsuMEN
¿Por qué discutir en Colombia el modelo de democracia deliberativa?  Una respuesta preliminar 
a esta pregunta, desde el punto de vista académico, sería la necesidad de poner a prueba los supuestos 
teóricos deliberativos en un contexto diferente al Euroatlántico, en  donde se han originado. Desde esta 
perspectiva, Colombia ofrece una oportunidad de explorar si la política deliberativa debe ser confinada 
a sociedades occidentales post-industriales, o si hay espacio para su promoción en otros espacios. Pero, 
¿qué hace a Latinoamérica, y a Colombia, tan diferentes? Las singularidades históricas de la construc-
ción de la democracia en la región, la desigualdad socioeconómica estructural de sus países, y recientes 
antecedentes de violencia social y política ponen en cuestión si el modelo deliberativo es el apropiado 
en esta parte del mundo*. Sin embargo, existe una respuesta aún más provocadora a nuestra pregunta 
inicial. Al menos desde la teoría, la política deliberativa podría contribuir a solucionar los problemas de 
inestabilidad política que amenazan con detener el proceso de apertura y consolidación de la democra-
cia regional. Tal sugerencia demanda abrir una discusión aterrizada sobre cómo luciría una democracia 
deliberativa latinoamericana, y cómo ayudaría a navegar los desafíos que presentan las crisis institucio-
nales y la violencia.
La siguiente sección describe el contexto histórico-político en el que habría que desarrollar una 
discusión latinoamericana sobre política deliberativa. Luego, el artículo se concentra en describir en 
particular el caso colombiano, agregando una breve discusión sobre el conflicto armado como condi-
ción excepcional bajo la cual los modelos deliberativos no han sido aún puestos a prueba. La sección 
final argumenta cómo el debate deliberativo en Colombia y la región no solo aporta al conocimiento 
de la comunidad académica, sino que además puede contribuir a resolver los desafíos políticos locales. 
Palabras clave: Democracia; Consolidación; Conflicto; Deliberación.
DEMOCRACIAs EN CONsOLIDA-
CIóN EN AMéRICA LATINA
La crisis de las democracias occidentales con-temporáneas ha sido explicada en términos de un problema de legitimidad, generado 
por las contradicciones internas del modelo agre-
gativo liberal, y por la desconexión entre esferas 
pública y administrativa-estatal en las sociedades 
post-industrializadas hiperespecializadas1. A par-
tir de estas dos grandes críticas se han desarrol-
lado diferentes modelos de democracia delibera-
tiva, los cuales giran alrededor de la idea de que 
los sistemas políticos derivan su legitimidad de los 
procedimientos que siguen para la toma de deci-
siones2. Hoy existe el consenso académico de que 
1 existe un gran acervo de literatura desde los años 
ochenta en el que se discuten las falencias del modelo de 
democracia que gira en torno a la agregación de las pre-
ferencias individuales de los ciudadanos, particularmente 
por medio del voto. para un recuento extenso sobre el 
problema de legitimidad de las democracias agregativas 
occidentales, ver ugarriza (2009, 2012a). 
2 Dos modelos paradigmáticos son los esbozados por 
JoShua cohen (1989) y Jürgen haBermaS (1996), cuya di-
ferencia fundamental radica en el carácter sustancialista 
y liberal del primero, y meramente procedimental del se-
gundo. esto se traduce en que cohen, al igual que muchos 
una democracia deliberativa es un sistema político 
organizado alrededor de debates conducentes a 
la toma de decisiones, en los que los participantes 
intervienen en condiciones de igualdad y libertad, 
intercambian de manera respetuosa argumentos 
dirigidos a proteger el bien común, y demuestran 
franca disposición a cambiar posiciones a la luz de 
los mejores argumentos3. Los énfasis dados por di-
ferentes autores a cada uno de estos elementos han 
dado origen a diversos modelos deliberativos, que 
sin embargo comparten el este núcleo común.
Aun reconociendo la relevancia de estas 
perspectivas filosóficas, la discusión deliberativa 
en América Latina emerge dentro de un contex-
constitucionalistas liberales, conciben la democracia deli-
berativa como un modelo que debe proteger las libertades 
y derechos básicos de los individuos, mientras haBermaS 
describe un conjunto de reglas bajo las cuales aún las 
premisas liberales deberían idealmente estar sujetas a dis-
cusión. trabajos posteriores de haBermaS (1998, 2005) 
aceptan que el reconocimiento de derechos colectivos y 
del individuo sería el resultado esperable de una delibe-
ración ideal.
3 este consenso se puede rastrear fácilmente en las co-
lecciones de textos editados por BenhaBiB (1996), elSTer 
(1998), macedo (1999) y roSenBerg (2007). una discusión 
más reciente sobre este punto puede encontrarse en 
BächTiger et al. (2010).
* la cultura también puede ser esgrimida como otro punto de diferenciación entre latinoamérica y europa, o estados 
unidos, donde la teoría deliberativa se asentó primero. Sin embargo, no hay mucha información empírica que permita un 
análisis sistemático sobre exactamente cómo la cultura afecta la deliberación, más allá de algunos supuestos normativos.
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to diferente. Aquí, el problema de legitimidad no 
solo redunda en insatisfacción ciudadana, sino 
que revive los fantasmas de la tentación auto-
ritaria. De ahí que el debate deliberativo, en el 
caso latinoamericano, no solo resulta relevante 
para superar las limitaciones de la agregación de 
preferencias y reconectar la esfera pública con 
la política institucional, sino además para man-
tener el curso de los procesos de consolidación 
y profundización democrática iniciados a finales 
del siglo anterior.
Desde principios de los años cincuenta, y 
durante los sesenta, América Latina experimen-
tó el surgimiento de regímenes autoritarios en 
un buen número de países, principalmente como 
respuesta al creciente descontento social y en oca-
siones caos institucional. Tal turbulencia se dise-
minó en la región, a medida que las democracias 
fallaban en llenar las expectativas ciudadanas de 
prosperidad material. Esta ola de regímenes auto-
ritarios se apoyó en las fuerzas militares de cada 
nación, las cuales se demostraron dispuestas a 
contribuir al restablecimiento del orden nacional, 
y en las masas empobrecidas listas a entregar su 
apoyo a cambio de medidas económicas populis-
tas (o’donnell, 1988). Algunos de los casos más 
notables son los regímenes no electos democrá-
ticamente en Colombia (1953-1958), Venezuela 
(1952-1958), y Argentina (1955-1958, y 1966-
1973). Los regímenes de esta ola típicamente pro-
metían mantenerse en el poder solo por el tiempo 
necesario para restaurar el orden social y econó-
mico, y tendían a no tener mayores pretensiones 
ideológicas. Aparte del caso colombiano, la ma-
yoría de democracias que sucedieron a estos go-
biernos probaron ser ineficientes y políticamente 
frágiles, y pronto una segunda ola de autoritaris-
mo se tomó a la región. De forma paralela, como 
respuesta a las dificultades económicas y clima 
de confrontación ideológica, pequeños grupos de 
guerrilla revolucionaria aparecieron a finales de 
los sesenta y principios de los setenta, lo que a su 
turno impulsó aún más el establecimiento de regí-
menes que defendían un discurso anticomunista.
La mayoría de los gobiernos de esta se-
gunda ola fueron descritos como “burocrático-
autoritarios”, y se caracterizaron por dos polí-
ticas distintivas: de un lado, la represión de las 
masas populares y grupos de izquierda, y de otro, 
la imposición de medidas de corte liberal diri-
gidas a modernizar y globalizar las estancadas 
economías nacionales. En muchos casos, como 
Argentina (1973-1983), Paraguay (1954-1989) y 
Brasil (1964-1989), la presión militar y policial 
tuvo éxito en extinguir la insurgencia armada, 
pero las políticas económicas tendieron a tener 
un rendimiento deficiente. El gobierno militar 
en Chile (1974-1990), sin embargo, logró esti-
mular el crecimiento económico, aunque obligó 
a la sociedad a pagar un alto costo en términos 
de vidas sacrificadas y libertades reprimidas. 
Debido a que el régimen militar de Perú (1968-
1975) se inclinó por dictar medidas populistas y 
aun de naturaleza izquierdista, se le considera 
“burocrático-populista”. También como desvia-
ciones de la norma, los gobiernos autoritarios en 
Bolivia (1971-1981) y algunos países centroame-
ricanos tomaron una forma mejor descrita como 
“tradicionalista-oligárquica”, la cual no tenía 
mayor interés en la modernización, y se preocu-
paba más por el mantenimiento de las relacio-
nes semi-feudales existentes entre campesinos y 
terratenientes. Colombia y Venezuela se mantu-
vieron al margen de esta segunda ola de autori-
tarismo en la región, dado que sendos acuerdos 
de coalición de elite bipartisanos fueron lo sufi-
cientemente fuertes como para mantener el po-
der político fuera del alcance tanto de la masas 
como de las fuerzas armadas (o’donnell et al., 
1988; SMitH, 2009).
Los procesos de transición desde esta se-
gunda ola de regímenes autoritarios hacia la de-
mocracia marcaron el contexto político latinoa-
mericano al final del siglo xx y principios del xxi. 
En todos los casos, los gobiernos no democráticos 
enfrentaron la creciente presión de los ciudada-
nos, que demandaban mayores libertades políti-
cas, respeto por los derechos humanos y, con ex-
cepción de Chile, un cambio significativo en las 
ineficientes prácticas y políticas económicas. En 
Los procesos de transición 
desde esta segunda ola de regímenes 
autoritarios hacia la democracia 
marcaron el contexto político 
latinoamericano al final del siglo 
xx y principios del xxi. En todos los 
casos, los gobiernos no democráticos 
enfrentaron la creciente presión de 
los ciudadanos, que demandaban 
mayores libertades políticas, respeto 
por los derechos humanos y, con 
excepción de Chile, un cambio 
significativo en las ineficientes 
prácticas y políticas económicas
57
Deliberación, Comunicación y Participación
algunos casos, como Argentina, los regímenes au-
toritarios colapsaron y fueron rápidamente reem-
plazados por gobiernos civiles. En otros, como 
Chile, Uruguay y Paraguay, mantuvieron el con-
trol de los procesos de democratización por años, 
ralentizando la instauración de democracias com-
pletas (cárdenaS, 2005). Aunque para finales de 
los años ochenta la mayoría de los regímenes au-
toritarios había entregado el poder a los civiles, o 
estaba en proceso de hacerlo, la sombra del poder 
militar amenazó las transiciones durante las déca-
das siguientes (Hunter, 1998; o’donnell, 1997; 
Mani, 2011; frantz y ezrow, 2011).
Los imperfectos sistemas políticos lati-
noamericanos parecieron haber completado sus 
transiciones a la democracia al final del siglo xx, 
encarando ahora el desafío de la consolidación 
y la prevención de un retorno al reciente pasa-
do no democrático. Brasil, Paraguay, Argentina, 
Uruguay, Chile y Bolivia abrazaron nuevos ex-
perimentos democráticos, mientras países como 
México, Venezuela y Colombia debieron en-
frentar el agotamiento de modelos democráticos 
esencialmente electorales, viciados por décadas 
con mecanismos de exclusión, y dominados por 
un solo partido o coalición.
Habiendo sufrido un reciente pasado de 
regímenes elitistas, violencia y marginación, los 
ciudadanos latinoamericanos han logrado eva-
dir las tentaciones de un regreso al autoritarismo 
puro a principios del siglo xxi. Sin embargo, han 
alcanzado un punto de desencanto relativo de la 
democracia, como consecuencia de las promesas 
incumplidas de prosperidad cívica y socio-econó-
mica, y de los problemas de corrupción e inefi-
ciencia que impiden que las instituciones cum-
plan con su misión (Borón, 1998; Pnud, 2004; 
caMeron, 2010). Este desencanto se ha manifes-
tado en ocasiones por medio de masivas moviliza-
ciones populares, que han presionado de manera 
exitosa el colapso de gobiernos enteros, y derro-
cado presidentes en Ecuador, Argentina y Vene-
zuela (iñigo, 2004; lóPez, 2004; MaSSal, 2006). 
Bajo estas consideraciones, ¿está la consolidación 
de la democracia regional en riesgo inminente? 
Ciudadanos insatisfechos que acuden a medidas 
de fuerza están motivados en gran parte por sus 
demandas de instituciones más eficientes, trans-
parentes y que cumplan socialmente (MorriS y 
Blake, 2010; levine y Molina, 2011). Dado que 
la estabilidad política de la región está en juego, 
aparece la necesidad de repensar la democracia 
más allá de restringidas reformas legales, con el 
fin de evitar alcanzar un punto de quiebre, o in-
cluso de “desconsolidación” (diaMond, Plattner 
y aBente, 2008; Peeler, 2009). 
¿Comparte Colombia este mismo diagnós-
tico? Teniendo en cuenta el contexto político des-
crito antes, las siguientes líneas están dedicadas 
a ilustrar cómo el país ha desarrollado su propio 
dilema democrático actual. 
uN ExpERIMENTO psEuDO-
DELIbERATIvO EN COLOMbIA
Para entender el contexto político en el 
que surge el problema de la consolidación y 
profundización de la democracia en Colombia, 
resulta útil revisar la evolución del sistema políti-
co desde los mecanismos de representación a la 
democracia participativa, y las limitaciones de la 
formulación actual.
La representación política no nace con la 
democracia. Antes de la independencia, los terri-
torios coloniales españoles de lo que se llegaría a 
ser Colombia contaban con cuerpos representati-
vos conocidos como cabildos. Éstos se instalaron 
en un buen número de pueblos al menos desde 
el siglo XVI, con el objetivo de servir como una 
instancia menor de gobierno compuesta por mer-
caderes, burócratas y residentes designados por 
España, aunque la fuerza dominante eran los 
comerciantes comisionados por la corona, cono-
cidos como encomenderos. Principalmente, los 
cabildos servían a los colonos como arena pública 
para desafiar las restricciones legales impuestas 
desde Madrid al libre desarrollo de actividades 
económicas en América, y elevar su voz en temas 
como la concesión de tierras y la fijación de pre-
cios del mercado. Por definición, nativos, indíge-
nas y mestizos estaban excluidos de la represen-
tación política. Aunque estos cabildos tenían solo 
una autonomía limitada, y se circunscribían a la 
autoridad de los gobernadores nombrados por 
España, igual sirvieron para airear la inequidad 
estructural de derechos entre peninsulares y crio-
llos. Esta desigualdad galvanizaría más adelante a 
la masa crítica de criollos que lanzaron su exitosa 
campaña militar para romper lazos con España 
(BuSHnell, 1993; PalacioS y Safford, 2001).
Para finales del siglo xviii, un amplio es-
pectro de sectores sociales, incluyendo criollos y 
mestizos artesanos y campesinos, convocaron a la 
formación de asambleas populares en el albor de 
insurrecciones masivas en varias municipalidades. 
Concentraciones de comunes, o comuneros, de-
mandaban representación y/o autonomía frente 
al sistema político colonial, aunque los levanta-
mientos pronto fueron aplastados, y las asambleas 
disueltas. Pocas décadas después, un nuevo perío-
do de turbulencia social, y pedidos de autonomía, 
desembocó en la formación de cabildos popula-
res, y finalmente de mesas de gobierno indepen-
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diente liderado por las elites, conocidas como jun-
tas, donde criollos y peninsulares estarían en pie 
de igualdad para decidir sobre la administración 
local. Este último experimento duró poco, dada 
la confrontación armada que estallaría entre los 
criollos independentistas y la corona española.
De esta forma, mecanismos de representa-
ción proto-democráticos funcionaron dentro de 
un sistema político monárquico y poco permeado 
por los valores liberales. Los antecedentes polí-
ticos representados en los cabildos y juntas con-
dicionaron al régimen post-colonial a mantener 
una exclusión aparentemente “natural” de secto-
res políticos en los primeros días de la república. 
En particular, el abolengo y los medios económicos 
sirvieron como criterio para el reconocimiento de 
derechos políticos, incluyen-
do el voto para la primera 
asamblea constitucional 
democrática en 1821. 
Esta asamblea decidió 
implementar un siste-
ma indirecto de par-
ticipación para elegir 
representantes en los 
cuerpos legislativo y 
ejecutivo, restringiendo 
la participación a gran 
parte de la población.
Desde enton-
ces, la evolución his-
tórica del sistema po-
lítico ha llevado a la 
ampliación de la base 
de representación, re-
conociendo ciudada-
nía y plenos derechos 
políticos a la mayoría 
de sectores sociales para finales 
del siglo xix, y para las mujeres 
a principios del xx. De manera 
paralela a este proceso de liberali-
zación, las disputas políticas se con-
centraron en las visiones contrapuestas 
sobre el diseño institucional apropiado para 
el país. La animosidad entre los proponentes 
de un sistema unitario centralizado, y de quie-
nes defendían un modelo descentralizado fede-
ralista rápidamente escaló en un conflicto violento, 
y una serie de guerras políticas plagó la nación du-
rante todo el siglo xix y principios del xx. Ninguno 
de los resultados de tales confrontaciones consiguió 
una pacificación duradera. De hecho, la persisten-
te animosidad política se canalizó en los partidos 
políticos Liberal y Conservador, que se encargaron 
de prolongar la confrontación violenta en el país 
hasta los años cincuenta. El gobierno militar que 
emergió al final de ese período mantuvo a los parti-
dos fuera del poder por seis años, tiempo en el cual 
se forjó el acuerdo de poder compartido conocido 
como el Frente Nacional.
Durante el primer siglo y medio de la 
república, el sistema político colombiano amplió la 
base de representación política, y la confrontación 
partidista lo llevó a mutar desde un modelo de de-
mocracia competitiva a uno de poder compartido, 
en el que la institucionalidad mostró algunas carac-
terísticas que podrían considerarse germen de un 
sistema deliberativo. El “espíritu de acomodación” 
que caracteriza los sistemas no competitivos, o 
consociacionales, ha sido descrito en términos de 
disposición a un trato respetuoso, a la búsqueda 
del bien común y a la participación con equidad, 
por lo cual se le ha nivelado con el concepto 
mismo de deliberación (lijPHart, 1976)4. 
La historia registra cómo las elites de 
los partidos Liberal y Conservador 
intentaron por décadas poner a 
un lado su mortal animosidad 
y compartir el poder na-
cional. Autores regis-
tran al menos seis de 
esos esfuerzos, uno 
de los cuales incluso 
planteaba la posi-
bilidad de fusionar las 
colectividades en una 
sola agrupación políti-
ca (dix, 1980; guillén, 
1986). Todos, excepto 
uno, tuvieron una corta 
duración y cayeron vícti-
mas del sectarismo político.
El acuerdo bipartisa-
no de dieciséis años no solo 
puso fin a la violencia entre 
liberales y conservadores, sino 
que transformó una cultura 
política de elite caracterizada 
por la violencia en una competen-
cia de baja intensidad. De manera 
retrospectiva, el pacto del Frente Na-
cional puede ser interpretado como 
un arreglo excluyente de la elite, que 
creó condiciones favorables para que 
movimientos radicales de oposición 
optaran por la vía armada (corredor, 
1992). Pero por otro lado, también 
trajo estabilidad política al país y mi-
nimizó apetitos autoritarios, haciendo de Co-
4 Sobre la descripción del “espíritu de acomodación” 
como deliberación, ver STeiner et al. (2004).
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lombia una excepción entre los gobiernos militares 
que emergieron por toda la región desde los años 
sesenta (Pécaut, 1988, 2003).
roBert H. dix fue el primer autor que 
describió el Frente Nacional como un ejemplo 
de democracia consociacional, comparable con 
los casos descritos por la teoría de poder compar-
tido desarrollada en Europa desde finales de los 
años sesenta. En su recuento, el caso colombiano 
presentaba al menos cuatro elementos típicamen-
te consociacionales: gran coalición de gobierno, 
proporcionalidad de representación política, po-
deres de veto y autonomía segmentada en zonas 
de influencia de cada partido. Además, de forma 
notable, dix habla de un “espíritu de coopera-
ción” entre las elites, que emergió ante la obvia 
futilidad de la confrontación y se prolongó más 
allá de los dieciséis años pactados. De acuerdo a 
dix y a arend lijPHart, el “espíritu de coopera-
ción” o “acomodación” ofrece una buena expli-
cación para la emergencia de coaliciones políticas 
exitosas. De forma específica para Colombia, jo-
natHan Hartlyn lo reconoce como un factor im-
portante, aunque considera que otros elementos 
explican mejor el éxito de la coalición del Frente 
Nacional, como la animadversión frente a ideas 
secesionistas, divisiones sociales y políticas entre-
cruzadas, experiencias previas de coalición, y la 
memoria reciente de la amarga devastación de las 
guerras sectarias (Hartlyn, 1988).
A medida que el conflicto sectario se des-
vanecía, los años del Frente Nacional coincidían 
con el crecimiento del malestar social y descon-
tento político de aquellos excluidos del acuerdo. 
La marginación política practicada por el acuerdo 
bipartidista motivó a un grupo de autores a afir-
mar que en el centro de la violencia en Colombia 
yacía la paradoja del desarrollo de una democra-
cia sin participación (Grupo Social, 1981). Al cor-
tarse el lazo político que une a los ciudadanos con 
la esfera administrativa, se abrieron paso nuevas 
formas de relacionamiento que siguen lógicas de 
mercado, tales como el clientelismo y la cooptación 
(leal y dávila, 1991; Martz, 1997; gonzález, 
2003). Además, por años, este malestar se mani-
festó también mediante vías violentas, en manos 
de grupos revolucionarios, y colectivos dedicados 
a la economía ilegal y el crimen. La proliferación 
de relaciones ciudadanas con las instituciones 
marcadas por la marginación, el clientelismo, la 
cooptación o el uso de la violencia configuran un 
riesgo de deslegitimización del Estado que no ha 
sido desactivado en tiempos recientes.
Como una manera de salir de la inestabi-
lidad política, una Asamblea Nacional Constitu-
yente fue encargada de hacer reforma integral al 
sistema político y romper con el régimen biparti-
dista. La Constitución de 1991 proveyó a los ciu-
dadanos de mayores garantías y herramientas de 
participación política, al establecer condiciones 
para la competición multipartidista, y promover 
mecanismos como iniciativas populares, referen-
dos y veedurías (vargaS, 1994). Siguiendo los 
principios teóricos de la democracia participativa, 
un sistema más abierto y transparente debería ha-
ber abierto el camino hacia la pacificación defini-
tiva del país, el desarrollo de una ciudadanía más 
comprometida y mayores niveles de eficiencia en 
la práctica de la administración pública (BarBer, 
1984; avritzer, 2002; nylen, 2003; fung y 
wrigHt, 2003).
La realidad, sin embargo, difiere en mu-
cho de esas expectativas optimistas. A pesar de 
las recurrentes reformas institucionales, persisten 
problemas severos, tales como la crisis de repre-
sentación de los partidos, corrupción, apatía ciu-
dadana y débiles garantías formales para la opo-
sición política (reStrePo, 1994; Pizarro, 1996; 
leal, 1996). Más allá, el refinamiento institucio-
nal ha dejado intacta una cultura política en la 
que importantes sectores de la sociedad aceptan 
las vías de hecho y la ilegalidad como formas legí-
timas, y donde elites locales han cooptado los par-
tidos políticos para lucrarse con la administración 
del acceso a los bienes públicos5. Precisamente, la 
imperfección del sistema político actual en Co-
lombia, permeado por la corrupción e ineficien-
cia institucional, y la acción de grupos ilegales de 
crimen organizado, ha abierto de nuevo el debate 
sobre cómo impedir que se trunque el camino ha-
cia una democracia consolidada y profunda (Pnud 
e idea, 2009; dnP, 2010).
El contexto político en Colombia sigue es-
tando lejos de una situación ideal para la emer-
5  una interesante diferenciación conceptual en-
tre partidos políticos genuinamente representativos y ma-
quinarias electorales privadas en américa latina puede 
encontrarse en alcánTara (2004).
La realidad, sin embargo, 
difiere en mucho de esas 
expectativas optimistas. A pesar 
de las recurrentes reformas 
institucionales, persisten problemas 
severos, tales como la crisis de 
representación de los partidos, 
corrupción, apatía ciudadana y 
débiles garantías formales para la 
oposición política
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gencia de una democracia deliberativa. Sin em-
bargo, la experiencia del Frente Nacional y la 
inercia ganada en el proceso de consolidación y 
profundización de la democracia hacen pensar 
que el giro deliberativo no es imposible. Sin em-
bargo, además de la historia reciente, existe un 
segundo factor diferenciador del caso colombia-
no respecto al visualizado desde la teoría para la 
promoción de la política deliberativa: la violencia 
armada. ¿Qué tan pertinente es promover una 
democracia más profunda ante la necesidad ur-
gente de la pacificación? Tal es la cuestión que se 
aborda a continuación.
DELIbERACIóN EN uN 
CONTExTO DE vIOLENCIA
Desde sus inicios, Colombia ha transitado 
una historia marcada por la violencia política, la 
insurgencia, las guerras civiles y el crimen orga-
nizado. Poco después de la independencia, las di-
ferencias ideológicas de cómo la joven república 
debía configurarse y administrarse promovieron 
un ambiente político de tensión permanente, que 
pronto desembocó en episodios de violencia, y 
llevó al país en nueve ocasiones a guerras civiles 
entre 1830 y 1958, y a un inacabado conflicto ar-
mado que data al menos desde los años sesenta. 
Pero, ¿existe una conexión entre la calidad de la 
democracia colombiana y la condición crónica de 
violencia, más específicamente con el ciclo actual? 
Los precedentes históricos del país revelan 
la inclinación de muchos actores al uso de la vio-
lencia como medio para resolver disputas políticas 
y sociales. De forma sorprendente, los ciclos inin-
terrumpidos de violencia no han hecho colapsar 
las instituciones democráticas. Por el contrario, 
existe una compleja connivencia de un Estado de 
derecho defectuoso y el desafío presentado por 
grupos armados. La escala e impactos de la violen-
cia no son menores. El conflicto colombiano, por 
ejemplo, fue descrito por el SiPri6 en 2010 como 
un conflicto mayor, con más de mil muertes rela-
cionados con los combates por año (Stepanova, 
2010). De acuerdo con cifras de Naciones Unidas, 
el país redujo sus niveles de homicidio por año de 
un promedio de 27 mil casos entre 2000 y 2004, 
a 18 mil en 2008. 27% del total serían explicados 
por el conflicto, mientras los casos restantes serían 
atribuidos a otros orígenes (Pnud, 2003; undP, 
2010). El prolongado conflicto ha causado una de 
las crisis humanitarias más grandes del mundo. 
Entre 3,6 y 5,2 millones de personas permanecían 
desplazadas internamente en el país en 2010, lo 
cual represente entre el 7,8% y el 11,2% de la 
6 Stockholm international peace research institute.
población.7 De acuerdo con el gobierno colombi-
ano, civiles y soldados representan en conjunto el 
grupo humano más victimizado en el mundo por 
las minas antipersona, un arma preferida por los 
insurgentes, con más de seis mil heridos y muer-
tos entre 2002 y 2008 (United Kingdom Foreign 
and Commonwealth Office, 2009). Además, la 
economía de guerra ha estimulado a rebeldes y 
crimen organizado a convertir el secuestro extor-
sivo en una de sus principales fuentes de ingreso, 
con 3.307 casos reportados entre 1996 y 2009 
(Fondo Nacional para la Defensa de la Libertad 
Personal, 2009).
El argumento de que no hay una conexión 
entre el problema de violencia y el déficit de-
mocrático en Colombia encuentra sustento en 
los datos que describen la economía de guerra. 
Aunque el actual conflicto en Colombia tiene sus 
orígenes en los años sesenta, solo a partir de fina-
les de los setenta los grupos armados crecieron, 
militar y económicamente, de forma significativa 
como para convertirse en una amenaza para la 
estabilidad institucional del país. Y la altas tasas 
de reclutamiento a partir de esos años coinciden 
con la consolidación de una poderosa industrial 
ilegal de producción y tráfico de drogas (guáque-
ta, 2003). Colombia es el productor más grande 
de cocaína del mundo, con un 60-70% de la pro-
ducción mundial entre 1999 y 2007, y un 55% 
de los cultivos de coca en 2007. Estas cifras han 
disminuido desde 2009 (unodc, 2008, 2010). De 
acuerdo con la Oficina de Naciones Unidas para 
la Droga y el Delito, el análisis estadístico mues-
tra una correlación directa entre la presencia de 
cultivos ilícitos en ciertas áreas rurales, y altas ta-
sas de desplazamiento forzado y reclutamiento de 
grupos armados (unodc, 2005). Este tipo de aná-
lisis ha llevado a algunos académicos a afirmar 
que los moderados niveles de ingreso per cápita, 
la geografía poco accesible, y la presencia de re-
cursos propensos al saqueo y tráfico han creado 
incentivos suficientes para la rebelión (ruBio, 
1997, 2002; SáncHez y núñez, 2001; Montene-
gro y PoSada, 2001; collier et al., 2004).
Sin embargo, las causas inmediatas para 
la violencia organizada, es decir la oportunidad 
financiera para la rebelión, solo explican parcial-
mente la prolongación del conflicto en el tiempo. 
Las debilidades del sistema político para represen-
tar algunos sectores sociales, y su incapacidad para 
atender a sus demandas, son a su vez causas próxi-
mas/institucionales y sistémicas/estructurales. 
7 los intervalos reflejan las diferentes cifras manejadas 
por el gobierno colombiano y la ong especializada cod-
heS. para una discusión sobre las cifras, ver internal Dis-
placement monitoring center (2010).
61
Deliberación, Comunicación y Participación
Desde el punto de vista institucional, un 
escenario de marginación política y represión, 
descrito antes en este artículo, contribuyó a la 
aparición de grupos insurgentes. Los actuales 
movimientos armados en Colombia se origina-
ron al final de la última guerra civil, el período 
de diez años de violencia política conocido como 
La Violencia. La coalición bipartidista que le si-
guió, el Frente Nacional, consideraba a los gru-
pos insurgentes solo como bandoleros carentes de 
naturaleza política (SáncHez y MerteenS, 1983). 
Solo en los años ochenta, observadores y acadé-
micos empezaron a reconocer públicamente la 
conexión entre el malestar social y el crecimiento 
de los movimientos insurrectos (SáncHez y Peña-
randa, 1986; corredor, 1992), preparando así 
el camino para una serie de discontinuos diálogos 
de paz entre el Estado y las guerrillas (villaMi-
zar, 1997; rettBerg, 2006). Al final de la Guerra 
Fría, la nueva Constitución colombiana y refor-
mas subsecuentes garantizaron mayores niveles 
de pluralismo y respeto a la divergencia, pero fue-
ron insuficientes para promover acuerdos de paz 
con los grupos armados, o eliminar los problemas 
de corrupción e ineficiencia descritos antes.
Además de las causas institucionales, per-
sisten causas estructurales 
que no han sido resul-
tas por el actual sis-
tema político, y que 
ayudan a explicar 
la permanencia del 
conflicto. Colombia 
continuaba siendo 
en la primera déca-
da del siglo xxi uno 
de los países más 
desiguales del mun-
do, donde alrededor 
del 60% del ingreso 
nacional estaba en 
manos del 20% de 
la población (World 
Bank, 2008). El des-
empleo y la pobreza 
aún persisten como 
condiciones crónicas. 
Por un lado, la tasa 
de desocupados se estimaba 
en 12% en promedio entre 1996 y 
2005, y 11% entre 2005 y 2008 (undP, 
2010). Por otro, el porcentaje de colombia-
nos viviendo bajo la línea de la pobreza se re-
dujo apenas de 53% a 45% entre 2002 y 2009 
(dane, 2010). A pesar de estas cifras, Colombia 
es considerado por el Banco Mundial un país 
de ingreso medio-alto, y por las Naciones Uni-
das como un país de alto nivel en la escala de 
desarrollo humano, con un producto interno 
bruto per cápita de US$8.959 en 2010 (undP, 
2010; World Bank, 2010).
Además de la evidente conexión entre la 
disponibilidad de recursos ilegales de financiación 
y la persistencia de grupos armados en el país, en-
contramos también sugerida una conexión entre 
debilidad de la democracia y violencia: la históri-
ca desconexión del sistema político por parte de 
importantes sectores de la población colombiana 
–o su relacionamiento por vías ilegales y redes 
clientelistas-, y la incapacidad institucional para 
promover bienestar y seguridad material contri-
buyen a la continuación del conflicto. Es decir, la 
democracia colombiana aún tiene el reto de supe-
rar problemas de procedimiento y sustancia para 
contribuir a la superación de la violencia.
Los desafíos de la consolidación democráti-
ca y la superación de un conflicto prolongado, 
descritos anteriormente, son dos condiciones que 
hacen del contexto colombiano un escenario dis-
tante del ideal promovido por 
la teoría deliberativa. 
El dilema enton-
una ciudadanía más deliberativa 
debería idealmente forzar a un cam-
bio positivo en las prácticas institucio-
nales y, como consecuencia, reducir 
el impacto de algunos de los factores 
causales de la actual violencia
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ces es de factibilidad y deseabilidad. ¿Es razonable 
esperar comportamientos altamente deliberativos 
bajo estas circunstancias? Y si lo fuera, ¿puede la 
democracia deliberativa ofrecer un escenario de 
mayor calidad en la participación política, y ren-
dir mejores resultados sociales?
Aunque este artículo no responde definiti-
vamente a estas dos preguntas, es necesario ini-
ciar la discusión sobre estas dos cuestiones clave, 
con el fin de explorar una alternativa para el for-
talecimiento de la institucionalidad colombiana y 
la pacificación política.
LA OpCIóN DELIbERATIvA
pARA COLOMbIA
La historia reciente latinoamericana señala 
la necesidad de consolidar la democracia en es-
cenarios de relativa fragilidad, y condiciones so-
ciales menos que ideales. El recuento anterior de 
las debilidades de la democracia colombiana, en 
particular, y su larga historia de violencia, podría 
indicar la falta de condiciones idóneas para aspi-
rar a los altos estándares de la democracia delibe-
rativa. Pero, ¿es así? La falta de desarrollo del país 
como comunidad política cohesionada alrededor 
de instituciones y los ciclos repetitivos de violencia 
pueden ser vistos como dos lados de un mismo 
problema: mientras el conflicto afecta la estabi-
lidad política, la falta de un sistema democráti-
co profundo genera a su vez condiciones para la 
violencia (SáncHez, 1991; Pécaut, 2003). Bajo 
esta misma lógica, una democracia defectuosa y 
un número de organizaciones violentas conspiran 
contra un contexto idealmente deliberativo, pero 
precisamente la exploración de las posibilidades 
deliberativas tiene el potencial de mejorar las con-
diciones políticas y el ambiente social.
La tesis de una democracia profunda como 
el camino hacia una sociedad más estable y pacífi-
ca ha sido traída recientemente a debate público. 
Algunos académicos argumentan que la demo-
cracia se fortalecerá en la medida en que incre-
mente sus niveles de eficiencia en la distribución 
de bienes y servicios sociales básicos, y asegure 
las libertades esenciales de los ciudadanos. Desde 
esta perspectiva, profundizar la democracia sig-
nifica erradicar las prácticas políticas corruptas 
y prevenir que los grupos armados ilegales y el 
crimen organizado afecten los procesos políticos 
(Pnud e idea, 2009). Algunos otros trabajos enfati-
zan en la necesidad de que el sistema político gra-
vite alrededor de una ciudadanía más comprome-
tida, responsable y empoderada, la cual debería 
cuidar y promover sus propios derechos sociales y 
políticos (dnP, 2010).
¿Qué puede ofrecer la política deliberativa 
a una sociedad necesitada de profundizar su régi-
men político y poner fin a décadas de confronta-
ción violenta? Una ciudadanía más deliberativa 
debería idealmente forzar a un cambio positivo en 
las prácticas institucionales y, como consecuencia, 
reducir el impacto de algunos de los factores cau-
sales de la actual violencia. La exploración empí-
rica de la vía deliberativa en Colombia nos permi-
tirá establecer si el país puede aspirar a tener una 
ciudadanía más fuerte, que potencialmente altere 
las actuales condiciones negativas. En el pasado 
reciente, las élites demostraron su disposición a 
cooperar en condiciones más o menos delibera-
tivas, y tal espíritu se ha hecho presente aún en 
tiempos recientes. Pero promover una democra-
cia de élites no es suficiente, y por ello es necesario 
llevar la exploración al terreno de la ciudadanía, 
particularmente aquella afectada de manera di-
recta por los problemas de marginación y violen-
cia antes mencionados. Un primer ejercicio en 
este sentido fue realizado por investigadores de la 
Universidad de Berna, con ex combatientes co-
lombianos en proceso de reintegración. Apelando 
a un diseño cuasi experimental, fue posible ana-
lizar el desempeño deliberativo de ex guerrilleros 
y ex paramilitares que compartieron 28 mesas de 
discusión política. Los resultados muestran que, 
bajo condiciones apropiadas, es posible esperar 
comportamientos altamente deliberativos, incluso 
en contextos de profunda hostilidad y desacuerdo 
(ugarriza, 2012b). Esta experiencia demuestra 
que temas claves en la superación del conflicto, 
como la reintegración y reconciliación política, 
pueden ir de la mano de un esfuerzo por fortale-
cer la participación ciudadana.
Una exploración sistemática de la opción 
deliberativa implica primero lograr un diagnósti-
co sobre qué tan cerca o lejos del ideal se encuen-
tran las prácticas ciudadanas de diferentes grupos 
sociales y cuáles características culturales propias 
tendrían que incorporarse dentro de un modelo 
deliberativo ajustado a la realidad local. El pulso 
de la cultura política ciudadana deberá además ser 
contrastado con las prácticas de quienes ejercen el 
liderazgo político, con el fin de identificar ruptu-
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ras y continuidades. Aquí deberemos responder a 
preguntas tales como si comportamientos más o 
menos deliberativos en foros institucionales, como 
juntas de acción comunal, concejos municipales o 
cuerpos parlamentarios, responden o no a la cultu-
ra política general, y cuáles son las condiciones que 
favorecen prácticas más deliberativas.
Lo que aquí se propone es embarcar al país 
en un esfuerzo por ir lentamente transformando la 
cultura política de la ciudadanía en Colombia y los 
procedimientos institucionales, en sí mismo un pro-
yecto nacional de gran envergadura alrededor del 
cual se podrían integrar a la sociedad política co-
munidades y sectores marginados o conectados de 
manera viciada, y promover la pacificación del país 
y la resolución pacífica de disputas. Una democra-
cia profunda, sin embargo, no promete necesa-
riamente resultados de prosperidad material. De 
hecho, es objeto de debate intelectual si decisiones 
altamente deliberativas son o no instrumentalmen-
te superiores a las de la democracia agregativa. Sin 
embargo, existe un consenso sobre el valor epis-
témico de transformar un sistema político en uno 
deliberativo, cuya ganancia en legitimidad tendría 
que redundar en estabilidad y paz. 
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